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Rama Judicial del Poder Público 
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Sala Única de Decisión 
 

Yopal, veintisiete (27) de marzo de dos mil veinticinco (2025) 

 

APELACIÓN SENTENCIA - LEY 906 DE 2004 

PROCESADOS: Henry Danilo Ávila Motta y otros 

DELITO: Estafa agravada 

RADICACIÓN: 85001-60-01172-2015-03595-02 

M.P. GLORIA ESPERANZA MALAVER DE BONILLA 

 

(Proyecto discutido y aprobado mediante acta n.° 25 del 18 marzo de 2025) 

 

1. OBJETO 

 

Decidir los recursos de apelación formulados por la defensa y el ministerio 

público, contra la sentencia del 15 de agosto de 2024,1 proferida por el Juzgado 3° 

Penal del Circuito de Yopal.  

 

2. ANTECEDENTES 

 

2.1. HECHOS JURÍDICAMENTE RELEVANTES  

 

Fueron sintetizados por el juzgador de primera instancia de la siguiente 

manera:  

 

En el año 2008, la Junta de Viviendas Comunitarias Las Heliconias dirigida por 

Nelson Alberto Figueroa Robles y Henry Danilo Ávila Motta, junto a la 

Constructora Construfiamott, dirigida por el señor Ávila Motta e Irma Yadira Pérez 

Cruz, desarrollaron, promovieron, promocionaron y gestaron tres proyectos de 

vivienda de interés social denominados “Las Heliconias Etapa II, Palma Real y 

 
1 El expediente fue remitido a este despacho el 2 de septiembre de 2025.  
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Brisas del Palmar” ubicados en la jurisdicción de Yopal, sin contar con los requisitos 

legales para ello. 

 

A los interesados se les informó y vendió la idea que el lote de terreno seria de 90 

metros cuadrados, el cual tendría un valor de $5.000.000, de los cuales, la cuota 

inicial era de $1.000.000 y el remanente se dividiría en 36 cuotas iguales mensuales, 

fijándose como condición que, una vez cancelado el total, se entregaría el lote con 

las respectivas escrituras. 

 

La información, comercialización, inscripción y venta de dichos lotes, se cumplió en 

la oficina de la Junta de Vivienda y/o Constructora que pertenecían a los 

procesados, ubicada en la calle 25 No. 8-23 en Yopal; inmueble donde residían los 

padres del señor Figueroa Robles, utilizando este último, los proyectos de vivienda 

para ser elegido como Concejal del Municipio de Yopal entre los periodos 2012 – 

2015. 

 

La presencia casi permanente en dicha oficina de los procesados, utilizando toda 

clase de artificios como ayuda en la comercialización, diligenciamiento de 

formularios de inscripción junto con otros documentos como contratos de 

compraventa, generaron más confianza en las víctimas, por el hecho de haber sido 

elegido como concejal el señor Figueroa Robles, siendo un total de 352 familias, 

todas de escasos recursos, quienes se inscribieron e invirtieron sus ahorros en 

dichos proyectos, terminando como víctimas dentro del presente proceso, al ver 

como pasaba el tiempo y no veían ningún avance o cumplimiento por parte de los 

procesados. 

 

2.2. ACTUACIÓN PROCESAL 

 

El 9 de agosto de 2017, ante el Juzgado 1° Penal Municipal de Yopal, se 

celebró la audiencia de formulación de imputación, oportunidad en la cual la Fiscalía 

endilgó a los procesados los delitos de urbanización ilegal (art. 318 del C.P.) y estafa 

agravada (arts. 246, 247-1 y 267-1 ibidem), a título de coautores en modalidad masa 

(art. 31 ibidem). No hubo allanamiento.  

 

El 10 de julio de 2018 se llevó a cabo la audiencia de formulación de 

acusación, diligencia en la que la Fiscalía reiteró los cargos previamente imputados 

a los acusados, quienes insistieron en su inocencia.  

 

El 26 de noviembre de 2020 se evacuó la vista preparatoria, y el 26 de abril 

de 2021 se celebró la primera audiencia de juicio oral, etapa procesal que se surtió 

en varias sesiones y culminó con sentencia condenatoria del 15 de agosto de 2024. 

Durante este estanco procesal se ordenó la cesación de la acción penal por el delito 

de urbanización ilegal, por haber operado el fenómeno prescriptivo.  
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3. DECISIÓN RECURRIDA 

 

El a quo resolvió condenar a Henry Danilo Ávila Motta  y Nelson Alberto 

Figueroa Robles por los cargos imputados, en tanto que a Irma Yadira Pérez la 

absolvió por aplicación del principio de in dubio pro reo.2  

 

Afirmó que los acusados habían empleado «artificios y engaños» con el 

objetivo de lograr un provecho patrimonial de 351 personas, que estaban 

interesadas en el proyecto de vivienda “Heliconias I”, “Heliconias II” y “Brisas del 

Palmar”, cuyos terrenos no eran propiedad de los acusados. Recibieron el dinero 

de las víctimas con la promesa de entregarles un lote de 90 m2 junto con un subsidio 

para la construcción de sus casas, a sabiendas de que no poseían jurídicamente 

los inmuebles en los que supuestamente se llevaría a cabo el proyecto, creando 

falsas expectativas a los promitentes compradores, a través de artimañas como la 

apertura de una oficina ficticia de la sociedad inmobiliaria, ubicada en la casa de los 

padres de Nelson Figueroa, o la celebración de reuniones con la comunidad, para 

dar apariencia de buen derecho al negocio fraudulento que estaban adelantando, 

aprovechándose del éxito parcial del proyecto “Heliconias I”. 

 

Como no pudieron desarrollar el proyecto en los terrenos inicialmente 

previstos (uno cerca a la ciudadela “La Bendición” y otro en inmediaciones del 

“Megacolegio”, ambos en Yopal), los acusados optaron por incluir “otros síes” a los 

contratos, para cambiar «el lugar de entrega de los lotes [y] convencer a las víctimas 

de seguir invirtiendo o pagando las cuotas». No obstante, el nuevo terreno que se 

utilizaría para la urbanización no pudo ser ocupado, ya que hubo un «aparente 

incumplimiento» en el pago del precio por parte de los procesados al dueño del 

terreno, razón por la que éste cerró su inmueble e impidió la entrada de terceros. 

Después de estos hechos los acusados se desentendieron de las víctimas, «y no 

justificaron que pasó con el dinero recibido, perfeccionándose el engaño».   

 

Las acciones descritas hicieron incurrir en error a las víctimas, personas de 

escasos recursos que, precisamente por su condición económica y falta de 

información, eran presa  fácil  de los estafadores. Dicho engaño implicó que los 

acusados obtuviesen un provecho económico ilícito, correlativo al perjuicio 

patrimonial de las víctimas, quienes desembolsaron una cifra que rondaba los dos 

 
2 Cfr. Archivo: 175SentenciaPrimeraInstanciaNelsonAlbertoFigueroa-HenryDaniloAvila 
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mil millones de pesos, con la esperanza de recibir el terreno para construir la 

vivienda que tanto necesitaban.  

 

Finalmente, el a quo resaltó que, aunque es cierto que el dolo directo no se 

encuentra acreditado, «ya que los procesados no tenían planificado inicialmente 

engañar un número indeterminado de personas con un falso proyecto de vivienda», 

pues de hecho una de las urbanizaciones sí se desarrolló correctamente (Heliconias 

I), lo cierto es que incurrieron en dolo eventual, ya que al ejecutar los otros dos 

proyectos «no contaban con la titularidad de los predios, es decir que estos no eran 

propiedad de ellos o de la Constructora que representaban para poder disponer 

libremente de éstos, siendo esta una conducta abiertamente irresponsable y 

arriesgada, puesto que, jugaban con el capital de 351 personas aproximadamente.» 

 

Por el contrario, y por motivos que no justificaron, los acusados decidieron 

usar un predio «que inicialmente era aledaño al Megacolegio, el cual al parecer no 

pertenecía a ningún particular, estando bajo la administración de la Alcaldía, por lo 

que era inviable el proyecto deprecado y respecto al otro predio ubicado junto a la 

Bendición, el mismo contaba con problemas legales que conllevaron a su 

declaración de extinción de dominio por parte de la Fiscalía.» 

 

4. LOS RECURSOS FORMULADOS 

 

4.1. DEFENSA HENRY DANILO ÁVILA MOTTA   

 

Pidió que se revoque la sentencia y en su lugar se absuelva a su prohijado 

de todos los cargos imputados.3   

 

En términos generales, alegó que su defendido nunca actuó al margen de la 

ley; el proyecto de urbanización nació a la vida jurídica en legal forma, y si bien se 

presentaron unos inconvenientes en la adquisición de los terrenos, ello de ninguna 

manera puede considerarse como un acto engañoso encaminado a defraudar a las 

víctimas, ni debe por tanto ser sancionado por el derecho penal. A lo sumo, lo que 

se presentó fue un incumplimiento de orden civil, el cual debe ser juzgado en un 

proceso de esa naturaleza.  

 

 
3 Cfr. Archivo: 181SustentacionApelacion 
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El tema de los subsidios a los que hizo alusión el sentenciador, no hacían 

parte del negocio jurídico celebrado con los beneficiarios del proyecto; no aparece 

expresamente consignado en los contratos de promesa de compraventa como una 

de las obligaciones a cargo de los acusados; si bien en algún momento se mencionó 

el tema de los subsidios, ello se hizo con el fin de que las «personas realizaran sus 

trámites ante la Gobernación, siempre y cuando llenaran los requisitos de ley.» 

Además, el testimonio de 3 personas no puede ser la base probatoria para dar por 

hecho los artificios o engaños supuestamente ejecutados por los acusados para 

inducir en error a 351 beneficiarios del proyecto.  

 

De otra parte, obran en el plenario distintas resoluciones expedidas por el 

municipio de Yopal, en las que se autorizó la constitución de la “Junta de Vivienda 

Comunitaria Las Heliconias”, y otras que expiden la licencia de urbanización del 

proyecto ubicado en la calle 64 y 65 vía San Rafael, para cuyos trámites el Sr. Ávila 

Motta tuvo que intervenir, con lo cual se puede inferir que el proyecto era lícito, y no 

existía ánimo defraudatorio por parte del acusado. Incluso se aportó una escritura 

pública en la que consta el negocio de compraventa de un terreno adquirido a Jorge 

Prieto Riveros, en donde se desarrolló el proyecto de “Heliconias I” con un total de 

274 escrituras expedidas a todos los beneficiarios.  

 

Ante el surgimiento de algunos inconvenientes con la fijación del precio del 

terreno adquirido, que conllevó a que no se pudiera utilizar la totalidad de las 

hectáreas negociadas (10 ha), la constructora se vio en la necesidad de buscar otro 

espacio para continuar con el plan de urbanización. Se ubicó un terreno prometedor 

en inmediaciones de la Ciudadela la Bendición, propiedad de Jairo Pérez, a quien 

se le entregaron 127 millones de pesos (aprox.), «pero el proyecto no pudo avanzar 

porque este lote tenía una medida cautelar por parte de la Fiscalía; este proyecto 

se iba a llamar Palma Real, [es decir el mismo] “Heliconias II”».  

 

Posteriormente se intentó ubicar otro terreno cercano a la vereda “La Guafilla” 

de Yopal, propiedad de Ulises Camacho, con quien se llegó a un acuerdo; se le 

desembolsó un dinero, previa comunicación a los beneficiarios del proyecto, y se 

hizo la entrega oficial a la constructora el 25 de febrero (no se indicó de qué año), 

fecha en la que se suscribió el contrato, y que posteriormente fuere protocolizado 

mediante escritura pública. Luego de ello se iniciaron los trabajos de adecuación del 

terreno por parte de la constructora, pero se presentó otro inconveniente con el 

propietario del terreno, quien impidió la entrada de terceros al lugar; por este motivo 
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la constructora interpuso una querella policiva, la cual le fue fallada a su favor y se 

ordenó la restitución del predio a la adquirente.  

 

Con lo anterior se demuestra que los procesados actuaron siempre de buena 

fe, tratando de solucionar los inconvenientes con los beneficiarios del programa, a 

quienes se les comunicó a través de la inclusión de otrosíes en los contratos, los 

cambios del sitio donde se ubicarían los lotes del proyecto.  

 

Por otra parte, el tema del perjuicio patrimonial causado a las víctimas está 

en entredicho, porque el informe de investigador de campo no detalla «los ingresos, 

egresos, conceptos, abonos y saldos individuales pendientes»; tan solo se enfocó 

en calcular el monto total de aportes de las supuestas víctimas, sin restar los gastos 

en que incurrió la constructora para, por ejemplo, comprar los terrenos en los que 

se pretendía edificar el proyecto, luego del fracaso de la primera negociación.  

 

Finalmente, no puede decirse que los procesados actuaron con dolo 

eventual, pues las pruebas practicadas no demuestran que ellos hayan dejado al 

azar los resultados de las negociaciones fallidas. Al contrario, se comprobó que 

intentaron por todos los medios adquirir otros terrenos para continuar con el plan de 

vivienda, a fin de cumplir a los beneficiarios todas las promesas hechas.   

 

Solicitó concretamente   se revoque la decisión de condena, y en su lugar se 

absuelva de todos los cargos al procesado. De no acceder a ello, pide que se 

redosifique la pena, para imponer la mínima de 32 meses, teniendo en cuenta que 

Henry Motta siempre trató de solucionar los problemas del proyecto urbanístico, por 

lo que la intensidad del dolo es ínfima; además, siempre compareció a todas las 

etapas del proceso. Igualmente pide que se conceda la prisión domiciliaria, 

atendiendo las condiciones personales y familiares del condenado, que demuestran 

arraigo, y su situación de salud, que lo tienen con atención médica domiciliaria.  

 

4.2. DEFENSA NELSON ALBERTO FIGUEROA ROBLES 

 

Al igual que su colega, pidió que se revoque totalmente la sentencia y en su 

lugar se absuelva a su prohijado de todos los cargos enrostrados.4  

 

 
4 Cfr. Archivo: 182SustentacionRecursoApelacion 
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Primeramente, alegó que el escrito de acusación no contiene, ni desagrega, 

los hechos jurídicamente relevantes referidos al delito de estafa agravada, por lo 

que la condena emitida por el juez de primera instancia vulnera el principio de 

congruencia. «No se indica ni se prueba en qué consiste el ardid o engaño; tampoco 

se demuestra cómo, en un hilo causal, ello genera un error en la presunta víctima; 

menos aún, cómo se configura el provecho ilícito, y consecuencialmente, cómo ello 

genera un perjuicio correlativo para la víctima.» 

 

Por otra parte, indicó que no se demostraron los elementos del tipo objetivo, 

especialmente en lo que respecta a las maniobras engañosas y fraudulentas 

dirigidas a hacer incurrir en error a las víctimas. Ninguno de los testigos dijo nada 

de la forma en la que supuestamente se engañó a los beneficiarios del proyecto; 

«incurre el juez de primera instancia en una petición de principio, dado que, sin tener 

un elemento de prueba, concluye que los acusados engañaron de forma verbal a 

múltiples personas. No indica de qué forma los engañó, cuál fue el ardid o engaño 

utilizado para generar un falso juicio en las víctimas». 

 

A las víctimas no se les engañó; «el tiempo que se demoraban pagando era 

el tiempo que duraba la constructora para tramitar y lograr documentos de 

urbanismo y todo lo demás en la Alcaldía. Con todo, se hablaba de un contrato 

futuro porque se les decía a los interesados que NO podían construir, y que por 

tanto, debían esperar a los documentos y permisos de la Alcaldía.» 

 

Ahora bien, las dificultades que se presentaron con el proyecto “Heliconias 

II”, pensado para ejecutarse en terreno contiguo a la Ciudadela La Bendición, se 

debieron a una limitación al derecho real de dominio ordenado por la Fiscalía, «que 

apareció con posterioridad a la compra del lote, la cual figura como anotación No. 

15 del 10 de oct. de 2012 en el folio de matrícula No. 470-15433, situación que era 

imprevisible para el acusado.» Frente al terreno ubicado en “La Guafilla”, allí no se 

pudo desarrollar el proyecto por problemas con el propietario vendedor del 

inmueble, hecho por el que incluso se instauró una querella policiva que fue resuelta 

a favor de la constructora.  

 

Todas esas circunstancias demuestran que el incumplimiento del proyecto se 

debió a causas externas, imprevisibles y no imputables a los acusados, por lo que 

mal haría en condenárseles penalmente por una situación que se salió de sus 

manos. Todo ello aunado al hecho que la Fiscalía no demostró cuales fueron los 
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artificios o engaños desplegados por los actores para inducir en error a los 

promitentes compradores de los lotes.  

 

4.3. MINISTERIO PÚBLICO 

 

En igual sentido, pidió que se revoque la decisión de primera instancia y que 

en su lugar se absuelva a los procesados de todos los cargos imputados.5  

 

Considera que en este caso lo que se presentó fue un incumplimiento 

contractual que debe ser juzgado por un juez civil. Recordó que, de conformidad 

con el art. 28 de la Carta Política, en ningún caso podrá haber detención, prisión ni 

arresto por deudas, que es lo que precisamente se presentó en este caso.  

 

Indicó que el proyecto de urbanización nació legalmente a la vida jurídica; la 

constructora se constituyó en legal forma, y dentro de su objeto social estaba 

incluida la actividad de venta de lotes y la construcción de obras, ambas actividades 

autorizadas por la ley. También obran en el dosier unas resoluciones expedidas por 

la Alcaldía Municipal de Yopal y la Gobernación de Casanare, que demuestran que 

sí se estaba desarrollando una actividad lícita, y que los acusados estaban actuando 

con honestidad y rectitud; se eligieron dignatarios de la “Junta de Vivienda 

Comunitaria Las Heliconias”; la empresa de servicios públicos de Yopal certificó que 

la sede de Helicolonias se encuentra en área urbana y que «quedan con servicio de 

acueducto y alcantarillado»; igualmente la Gobernación certificó «la viabilidad de 

127 postulantes de 230 que presentaron la solicitud para acceder a subsidios».  

 

Con todo, se demuestra que efectivamente el negocio tenía un fin lícito, que  

era el de vender lotes para urbanización. De otro lado, el tema de la afectación al 

predio de la Bendición, por parte de la Dirección Nacional de Estupefacientes, se 

vino a dar con posterioridad a la celebración del negocio jurídico, por lo que no 

puede endilgárseles responsabilidad alguna a los procesados por esa situación 

imprevisible; ellos actuaron de buena fe, incluso, la adquisición de ese terreno se 

dio para solventar los inconvenientes que se presentaron con el primer predio, en 

donde originalmente se desarrollaría la totalidad del proyecto de urbanización. 

Además, toda esa situación les fue informada a los beneficiarios del proyecto, y ellos 

de una u otra forma estuvieron de acuerdo. 

 
5 La sustentación se dio de manera oral en la audiencia de lectura del fallo. Minuto 2:16:29 y sigs., link n.° 2 

archivo: 176ActaLecturaSentenciaPrimeraInstancia NelsonFigueroaHenryAvilaIrmaPerez s 
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En suma, el delegado del ministerio público considera que lo que aquí se 

presentó fue una controversia eminentemente contractual, que debe resolverse en 

el marco de un proceso civil y no penal, habida cuenta del carácter subsidiario y de 

ultima ratio del derecho sancionatorio.  

 

5. PRONUNCIAMIENTO NO RECURRENTES 

 

5.1. FISCALÍA 

 

Solicitó que se confirme la decisión adoptada en primera instancia.6  

 

Solo se pronunció sobre el recurso propuesto y sustentado de forma oral por 

el ministerio público. Dijo que la acción civil y la acción penal no son incompatibles; 

se puede acudir a ambas de forma simultánea. El delito de estafa requiere que el 

sujeto activo haya obtenido un provecho ilícito, y en este caso se probó que hubo 

un incremento patrimonial en beneficio de los acusados; esto se acreditó con 

testimonios y con un informe de investigador de campo, éste que al margen «de si 

fue la manera técnica como debió realizarse esta incorporación o más bien este 

informe pericial porque en última no fue un informe pericial,  básicamente se le 

pusieron de presente unas consignaciones y de eso, pues lo que hizo el funcionario 

fue realizar la sumatoria de estas consignaciones y se determinó cual fue el dinero 

consignado a estas personas.» El investigador no determinó el número de víctimas, 

sino las personas que consignaron esos dineros para el proyecto y determinó cuál 

fue el monto total de esos aportes.  

 

La Fiscalía no discute la legalidad de las resoluciones a las que hizo alusión 

el delegado de la Procuraduría, pero esos actos administrativos se emitieron con 

base en un proyecto que precisamente fue el que sirvió de trampolín para lanzar los 

otros dos que resultaron ser un fraude. Si bien se dice que hubo unos 

inconvenientes en la adquisición de los nuevos terrenos para continuar con el loteo, 

esa responsabilidad «no se le puede trasladar a los usuarios que creyeron en este 

proyecto. Es una situación que asumieron los hoy acusados en este proceso y se 

les prometió y se les indicó que se les iba a responder por ese terreno, pero hoy en 

día ni lo uno ni lo otro.»  

 
6 Récord 3:00:28 y sigs., ibidem.  



APELACIÓN SENTENCIA – LEY 906 DE 2004 

RADICACIÓN: 85001-60-01172-2015-03595-02 

PROCESADOS: Henry Danilo Ávila Motta y otros 

DELITO: Estafa agravada  

 

Página 10 de 34 

 

 

6. CONSIDERACIONES 

 

6.1. COMPETENCIA 

 

El Tribunal es competente para desatar el recurso de apelación interpuesto, 

por estar dirigido contra una decisión adoptada por el Juzgado 3° Penal del Circuito 

de Yopal, conforme al numeral 1º del Artículo 34 de la Ley 906 de 2004. 

 

6.2. PROBLEMA JURÍDICO 

 

Atendiendo los antecedentes expuestos, la Sala entrará a determinar si se 

encuentran demostrados todos los elementos constitutivos del delito de estafa que 

le fue imputado a Henry Danilo Ávila Motta y Nelson Alberto Figueroa Robles. 

 

6.3. DEL TIPO PENAL DE ESTAFA 

 

El artículo 246 del Código Penal contempla el delito de estafa en los 

siguientes términos:  

 

«ARTÍCULO 246. ESTAFA. El que obtenga provecho ilícito para sí o para un 

tercero, con perjuicio ajeno, induciendo o manteniendo a otro en error por medio de 

artificios o engaños, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento cuarenta y 

cuatro (144) meses y multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a mil 

quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

 

En la misma pena incurrirá el que en lotería, rifa o juego, obtenga provecho para sí 

o para otros, valiéndose de cualquier medio fraudulento para asegurar un 

determinado resultado. (…)» 

 

Una lectura mesurada de la disposición transcrita nos lleva a extraer las 

siguientes características del delito: (i) es de sujeto activo indeterminado, en tanto 

no se exigen calidades especiales para ser agente comisor. (ii) Afecta el bien 

jurídico del patrimonio económico. (iii) Es un delito de resultado, pues precisa de la 

obtención de un provecho ilícito para sí o para un tercero, en perjuicio de intereses 

ajenos. (iv) La conducta es calificada, en la medida que la obtención del rédito ilegal 

debe surgir como consecuencia de los artificios o engaños desplegados por el sujeto 

activo del delito, tendientes a inducir o mantener en error a la víctima.  
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La Corte Suprema de Justicia,  de manera pacífica y reiterada, ha señalado 

que el delito de estafa supone un actuar criminal estructurado y consecuencial 

conformado por los siguientes comportamientos, que deben presentarse en forma 

cronológica y concatenada, a saber: a) despliegue de un artificio o engaño dirigido 

a suscitar error en la víctima o a mantenerla en el equívoco; b) error o juicio falso 

de quien sufre el engaño, determinado por el ardid; c) obtención, por ese medio, de 

un provecho ilícito; d) perjuicio correlativo de otro; y, e) sucesión causal entre el 

artificio o engaño y el error, y entre éste y el provecho injusto que refluye en daño 

patrimonial ajeno.7 

 

En suma, el provecho patrimonial ilícito obtenido por el estafador, y a su vez 

el perjuicio correlativo sufrido por víctima, debe ser producto del error en que ésta 

fue inducida o mantenida. Además, ese error de juicio en el que se halla el sujeto 

pasivo de la conducta punible, debe tener origen en los artificios o engaños 

desplegados por el delincuente.   

 

Ahora bien, acerca del empleo de artificios y engaños sobre la víctima y el 

error en el que ésta debe incurrir, como consecuencia directa de la maniobra 

engañosa, la Corte Suprema de Justicia ha señalado lo siguiente: 

 

«Y, con relación al artificio y al engaño, expuso: “Son fenómenos equivalentes, 

expresivos en el fondo de la misma cosa. Consisten en todo medio habilidoso para 

transfigurar la verdad. Son sinónimos de astucia, doblez, ardid, trampa, artimaña o 

maquinación empleada para dar apariencia de verdad a la mentira. El artificio o el 

engaño, con el que se inicia toda estafa debe ser puesto en acción por el agente 

para inducir en error”. De otra parte: “La audacia del estafador debe ir dirigida a 

suscitar un error en la víctima. Ese es el fin subjetivo y directo del ardid. El error es 

un concepto equivocado o juicio falso. Ese es el efecto psicológico de la 

maquinación del agente y debe ser de tal naturaleza que determine al engañado a 

hacer la prestación patrimonial que se le pide, de tal modo que de no mediar el error 

no accediera a ella. Vale decir, el error debe ser determinante y esencial” (MESA 

VELÁSQUEZ, LUIS EDUARDO, “Delitos contra la Vida y la Integridad Personal y Delitos 

contra la Propiedad”. 1968, Editorial U. De Antioquia, Medellín, pág.167). Entonces, la 

inducción en error exige una serie de maquinaciones fraudulentas previas –

cuando no se trata de aprovechar el anterior error ajeno- las cuales deben estar 

plenamente acreditadas. No puede hablarse de estafa en donde no se dé esa 

condición. Así como tampoco puede hablarse de este delito cuando con 

 
7 CSJ SP, 8 jun. 2006, Rad. 24729; SP, 6 dic. 2017, Rad. 45273; SP3233-2017, Rad. 48279; SP11839-2017, 

Rad. 44071; SP20949-2017, Rad. 45273; SP4316-2019, Rad. 53119; SP5379- 019, Rad. 52815; SP2020, Rad. 

54131; SP741-2021, Rad. 54658; SP2021-2022, Rad. 54321.  
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posterioridad a la obtención del bien patrimonial, surge el artificio o el engaño 

tendiente a otros fines»8 (Se resalta)  

 

Además, también debe decirse que la obtención de un provecho ilícito propio 

o ajeno, corresponde a la utilidad o beneficio económico o patrimonial correlativo al 

daño económico, causado al sujeto pasivo que es engañado a través de artificios o 

engaños. 

 

Es así como, tal ventaja o utilidad de naturaleza injusta, equivale al elemento 

material del delito en examen, por lo que la conducta solo se consuma cuando el 

estafador obtiene la ganancia o prestación que se propone, la cual es directa 

consecuencia de la inducción en error producto de las maniobras fraudulentas 

desplegadas por el actor (CSJ SP20949-2017, Rad. 45273). 

 

Por lo tanto, la obtención de un provecho ilícito hace parte de la estructura 

típica del delito de estafa, no solamente como propósito finalístico constitutivo del 

dolo, sino también como elemento indispensable para la conformación del injusto 

penal (CSJ SP1281-2024, Rad. 57851). 

 

Sobre el tema, la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia ha dicho que 

«la estafa se consuma en el propio instante en que, debido a la inducción en error, 

el sujeto activo incorpora a su haber patrimonial bienes o derechos que hasta ese 

momento pertenecían a la víctima o a un tercero, y de los cuales el estafado se 

desprende, no por expresión de su libre voluntad, sino de su distorsionada 

comprensión de la realidad, situación a la que se llega a través del ardid, el engaño, 

las palabras o los hechos fingidos.»9  

 

6.4. CASO CONCRETO 

 

Henry Danilo Ávila Motta y Nelson Alberto Figueroa Robles, fueron 

imputados y acusados por los delitos de urbanización ilegal (art. 318 del C.P.) y 

estafa agravada (arts. 246, 247-1 y 267-1 ibidem) en modalidad masa (art. 31 

ibidem), por hechos ocurridos durante los años 2008 a 2015 (según acusación), cuando 

 
8 CSJ, SP feb. 22 de 1972; CSJ SP, 4 may 2005, rad. 19139; CSJ SP3233-2017, Rad. 48279; CSJ SP11839-

2017, Rad. 44071, entre otras.  
9 Cf. CSJ AP, 16 Dic 99, rad. 16.565, reiterado en CSJ AP, 22 Ago. 2012, rad. 38900 y CSJ AP1147-2015, 

Radicado No. 45486, entre otros. 
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promovieron unos proyectos de vivienda de interés social en la ciudad de Yopal «sin 

contar con los requisitos legales para ello.» 

 

Según la Fiscalía, los procesados utilizaron «toda clase de artificios como 

ayuda en la comercialización, diligenciamiento de formularios de inscripción junto 

con otros documentos como contratos de compraventa, generando más confianza 

en las víctimas por el hecho de haber sido elegido como concejal el procesado 

Figueroa Robles, siendo un total de 352 familias, todas de escasos recursos, 

quienes se inscribieron e invirtieron sus ahorros en dichos proyectos, terminando 

como víctimas … al ver como pasaba el tiempo y no veían ningún avance o 

cumplimiento por parte de los procesados.» 

 

En primera instancia se declaró la responsabilidad penal de los acusados, ya 

que el a quo consideró que ellos habían actuado con dolo eventual, al disponer de 

forma «irresponsable y arriesgada» los recursos aportados por los beneficiarios del 

proyecto de vivienda.  

 

La defensa técnica de ambos sentenciados, al igual que el ministerio público, 

apelaron la decisión. En síntesis, todos los recurrentes alegaron que los actos 

engañosos que configuran el tipo penal de estafa, no fueron demostrados por la 

Fiscalía, por lo que la conducta sería objetivamente atípica. Dicen que lo que aquí 

se presentó fue un aparente incumplimiento contractual que debe ser juzgado por 

el juez civil, en tanto el derecho penal está gobernado por el principio de ultima ratio.  

 

Pues bien, para resolver el problema jurídico propuesto, es necesario volver 

sobre el material probatorio que fue debidamente incorporado al proceso.  

 

En primer lugar, tenemos el testimonio de Yesid Goyeneche Durán,10 uno 

de los beneficiarios del proyecto de vivienda ofrecido por los acusados. Dijo que él 

sí logró obtener las escrituras de su terreno, el cual compró a un tercero que le debía 

un dinero; sin embargo, se considera víctima porque «para la adecuación de las 

redes de servicios públicos tuvo que hacerse mucho trámite ante las mismas y ante 

las oficinas de servicio de planeación y el acueducto para que se redefinieran las 

líneas de estos servicios públicos.» 

 

 
10 Audio disponible en el archivo: 025Audios 20210426.pdf 
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En alguna oportunidad se reunió con un grupo de personas para protestar en 

la alcaldía, pidiendo alguna respuesta de la administración municipal «como quiera 

que tenía responsabilidad porque fue la que autorizó la concreción de este proyecto, 

también tuvo que ir a la Fiscalía General de la Nación (…) Ese proyecto fue 

reajustado, que los perfiles viales, que las áreas comunes, las zonas verdes, fueron 

reajustadas, y en esto tiene responsabilidad la oficina de municipal de planeación.» 

 

Le preguntaron al testigo que qué ha pasado con las personas que han 

ocupado esos predios; que si les cumplieron o no les cumplieron, a lo que contestó: 

«las que están allí ubicadas sí, han logrado obtener el beneficio, las otras tantas 

que están peleando no pueden decir lo mismo.»  

 

Dijo también que con ocasión a los problemas que se presentaron en el 

desarrollo del primer proyecto de vivienda, el Sr. Nelson Figueroa «trató de hacer 

un acuerdo, una compra de un terreno extenso, más abajo de donde queda la 

urbanización ilegal de La Bendición, para cumplirle a las víctimas. Entonces sé que 

a través de Construfiamott intentaron realizar algún acuerdo comercial sobre un 

predio para darle cumplimiento a las víctimas.» Sin embargo, dijo que al parecer se 

presentaron algunas diferencias con el Sr. Ulises, quien le puso un candado a su 

predio e impidió el acceso de la gente; cuando ellos fueron en compañía de los 

medios de comunicación para saber qué había sucedido, el propietario alegó que 

Nelson Figueroa no le había terminado de pagar el precio del terreno, entonces que 

por eso él tampoco permitiría que «le cumpliera a las víctimas.» 

 

Afirmó además que, a parte del terreno anterior, Nelson Figueroa también les 

había dicho que les solucionaría la entrega del lote en un proyecto denominado 

“Palma Real”, «en un sector que hay en la entrada de Llano Lindo». Incluso dijo que 

a dicho terreno el Sr. Figueroa había llevado un sacerdote para que bendijera el 

proyecto.  

 

Se tiene también la declaración de la testigo Zuly preciado,11 beneficiaria del 

proyecto de vivienda. Compró el lote a un tercero; le hicieron escrituras y luego 

vendió el terreno a otra persona. Refiere que el proyecto inicial estaba autorizado 

por el municipio de Yopal hasta 8 manzanas, pero los acusados vendieron hasta la 

manzana 9, «y hasta hoy en día esta con casas porque ellos lo urbanizaron, lo que 

 
11 Archivo: 037-1Juicio oral 20210429  
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nosotros hicimos de derecho de petición fue que nos dieran información de que 

porqué nos dieron eso y ellos hicieron una modificación a las áreas y … pues que 

no entiendo cómo, si eso va en contra de las normas urbanísticas… [esa 

modificación la hizo] la administración municipal». 

 

Habló también sobre el lote de terreno propiedad del Sr. Ulises, y del 

problema que existió entre ésta persona y los promotores del proyecto, al parecer 

porque éstos no estaban cancelando las cuotas del bien adquirido. Allá nadie 

alcanzó a vivir, a pesar de que la inmobiliaria construyó un puente que después se 

derrumbó porque «quedó mal construido». 

 

Le preguntaron a la testigo por el proyecto “Heliconias 2”, a lo que ella 

contestó: «era en el terreno seguido a “Heliconias 1” donde queda el Mega Colegio, 

pero finalmente ese proyecto nunca se llevó a cabo porque después los señores 

Henry Ávila y Nelson Figueroa manifestaron que ese terreno fue cedido; incluso sé 

de un acta que firma el señor Henry Ávila, donde él dice que se pondrá en debate 

en la junta en donde se ubicarán a esas personas. (…) El Sr. Henry Ávila decía que 

había hecho una cesión para que hicieran el Megacolegio, que ese terreno lo había 

cedido y que por eso no habían podido realizar el proyecto “Heliconias 2”».  

 

El proyecto “Heliconias 2” no se pudo concluir, «y a esas mismas personas 

pasaron después a “Palma Real”, a “Brisas del Palmar” y les estuvieron haciendo 

varios otrosíes [a los contratos]». Conoce que para el año 2014 existían víctimas 

que ya habían denunciado la estafa ante la Fiscalía y medios de comunicación.  

 

Ana Carolina Marín Ruiz, indicó que Nelson Figueroa le comentó de unos 

subsidios que había para madres solteras, que ella compró un lote y pagó, pero 

luego le dijeron que había problemas con la urbanización; entonces Nelson le 

prometió otro lote cerca al cementerio; ya luego de dos años suscribió la promesa 

de compraventa con Henry Danilo, pero finalmente no le entregaron nada. 

 

Se tiene igualmente la declaración de Gabriel Flores Sánchez,12 

investigador del CTI de la Fiscalía.  

 

 
12 Récord 0:06:07 y sigs., archivo: 039Juicio Oral 20210831 (1).mp4 
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Recibió denuncias; practicó entrevistas a las presuntas víctimas y recolectó 

documentos públicos, entre ellos las resoluciones de nombramiento de dignatarios 

de la junta de vivienda comunitaria “Las Heliconias”. Dijo que realizó inspección a 

los sitios donde supuestamente se adelantarían los proyectos de urbanización; 

Heliconias 1 y Heliconias 2 eran proyectos contiguos; «…en ese momento al lado 

donde supuestamente iba a ser Heliconias 2 eso es de la alcaldía, creo que queda 

un Megacolegio o un CDI… después volví cuando me dijeron “mire, allí va a ser 

Heliconias 2”, y ya tenía otro nombre, creo que Brisas del Palmar y era hacia donde 

hoy en día es la Bendición, en ese tiempo todavía no había Bendición, había unos 

terrenos… después me dijeron que el Sr. Figueroa había hecho negocio con el Sr. 

Ulises Camacho y les habían dicho que les iban a dar el terreno y que no se iba a 

llamar Heliconias 2 sino con otro nombre». 

 

Dijo igualmente que los usuarios o beneficiarios del proyecto de vivienda 

inicialmente eran cerca de 900 personas, de las cuales algunas recibieron lotes y 

otras viviendas construidas; a algunos les devolvieron el dinero, a otros les dieron 

lotes en otra parte, pero víctimas como tal, es decir, a quienes no les dieron nada y 

que habían aportado dinero, eran alrededor de 300. Adicionalmente, el investigador 

relató que los acusados iniciaron el plan de urbanización con el proyecto “Las 

Heliconias”; después de tener cierto número de personas vinculadas al programa, 

ellos adquieren un lote de terreno de aproximadamente 6 hectáreas a Jorge Prieto 

Riveros; ese proyecto fue autorizado por el municipio de Yopal; existe licencia y se 

conformó una junta de vivienda comunitaria llamada “Las Heliconias”; ese proyecto 

se llevó a cabo correctamente; se autorizaron 287 lotes, se hicieron las escrituras y 

se entregaron los predios a las personas.  

 

«… cuando hicieron ya la entrega de los lotes ya era más el número de personas 

que tenían inscritos que los lotes a repartir. Por tal motivo un grupo de personas se 

quedó sin lote en esta primera parte de las Heliconias, e igualmente ese proyecto 

de las Heliconias se le hicieron unas modificaciones al proyecto inicial, como fue 

dentro de estos proyectos el plan de ordenamiento territorial de la fecha, el cual era 

el que estaba aprobado, creo que del 2000 al 2011, ese plan de ordenamiento exigía 

para Yopal que cuando se hace un producto de esta urbanización hay un porcentaje 

que se debe dedicar a vías a zonas verdes, entonces dentro de estas modificaciones 

inclusive creo que hicieron 2 modificaciones a la licencia inicial mediante la cual le 

quitaron zonas verdes para hacer más casas, por lo cual ese proyecto se desarrolló 

y quedó así, se le quitaron zonas verdes para hacer más viviendas.  

 

Posteriormente … se inició un nuevo proyecto de vivienda, creo que Palma Real, 

que se inscribió también en planeación municipal, ¿qué pasó? que dentro de esto 

ya se trataron de adquirir creo, me imagino que trataron de adquirir los predios y ya 

los predios ahí alrededor o en cercanías a este producto ya no pudieron adquirir 
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predios, tengo entendido que tocaron puertas como con 3 propietarios de tierras 

donde estaba el mismo señor Jorge Prieto, estaba el señor Ulises Camacho, otro 

señor, el cual era propietario de un predio, continuo a la Bendición, lo que hoy en 

día es el asentamiento la Bendición, que inclusive ese predio  creo que tenía era 

propiedad del mismo señor que le hicieron extinción de dominio por esa parte de la 

Bendición, o sea es un terreno que tenía algunos problemas de parte legal de 

extinción de dominio, entonces ellos tocaron esas puertas, el hecho fue que no 

pudieron adquirir el otro terreno de pronto al precio que ellos pretendían y fue así 

que ese terreno nunca lo adquirieron (…) 

 

PREGUNTADO: ¿A qué se refiere con que los procesados estaban “tocando 

puertas”? CONTESTÓ: [Según lo manifestado] por las mismas víctimas, ellos iban 

de un predio en otro, al parecer y de acuerdo a una misma promesa de venta que 

se encuentra allegada en las diligencias se había hecho, se tiene entendido que 

se adquirió un predio al señor Jorge Prieto, aparte del predio inicial de 6 

hectáreas, se había adquirido otro predio e inclusive en ese predio que se le 

adquirió al señor Jorge Prieto hoy en día tengo entendido que funciona un CDI 

o sea, ese predio finalmente no fue utilizado para para el proyecto de vivienda, si 

bien lo adquirieron con ese fin, ese predio fue a parar en la actualidad funciona 

un CDI de Yopal, un CDI grandísimo que hay ahí al lado ese fue uno de los predios 

que de pronto se adquirió y no se usó.  

 

El otro predio fue uno que se realizó un contrato con el señor Ulises Camacho, 

inclusive a las personas pues de manera inicial me imagino que hablaron e hicieron 

el negocio verbal con el señor, y suscribieron una promesa de compraventa, las 

personas las víctimas inclusive las llevaron allá y les dijeron aquí va a ser su lote, le 

colocaron estacas e hicieron toda esa actividad, ellos estuvieron allá y 

posteriormente tengo entendido que al señor Camacho no le cumplieron con los 

pagos y por ese motivo hay un proceso policivo sacando a todas las personas de 

allá del lugar, entonces ahí fue otra persona … y el otro predio era el predio que 

manifiesto que era continuo a La Bendición; el nombre de esta persona sí no sé de 

ese se hizo una inspección al lugar, tengo entendido que con el ingeniero Julián 

Ramos ahí se fijó fotográficamente o en uno de los informes, en uno de los informes 

se hizo alusión». (Resaltado y subrayado fuera del texto)  

 

Asimismo, están los testimonios de María Leticia Robles Dunza13 y Ruth 

Viviana Carvajal Espitia,14 ambas beneficiarias del proyecto de vivienda ofrecido 

por los procesados. La Sra. María Leticia Robles actualmente es la presidenta de la 

junta de acción comunal del barrio las Heliconias. En su momento se postuló al 

proyecto, y las condiciones eran que les entregarían un terreno de 90 m2 para 

construcción, con posibilidad de que obtuvieran un subsidio de vivienda, «pero no 

era que nos lo prometieran, sino cada quien tiene la oportunidad de postularse». 

Por su parte, Ruth Viviana Carvajal, simplemente dijo que no se siente defraudada 

porque recibió su lote, el cual después vendió.  

 

 
13 Archivo: 159Acta Continuación Juicio Oral Nelson Alberto Figueroa y otros.pdf 
14 Récord 1:45:50 ibidem.  
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Finalmente, también está la declaración de Ana Milena Pérez Cruz,15 

exempleada de Construfiamott. Desempeñó labores como auxiliar contable y de 

archivo. Dijo que para el proyecto “Heliconias”, se adquirió por parte de la empresa 

un terreno que era de aproximadamente 10 hectáreas, que después resultó con un 

problema en la Fiscalía; «se tenía como embargado o algo así, pero cuando se hizo 

el contrato, cuando se empezó a hacer eso estaba libre, no tenía ningún problema, 

no tenía nada».  

 

Se hizo un pago, un adelanto por parte de la empresa, y posteriormente 

surgió el problema legal con el terreno. El contrato de promesa tenía como anexos 

el FMI del bien, copia del Cetty, certificado de libertad y tradición y copia del cheque 

de lo que se había dado como cuota inicial al vendedor; el cheque lo firmó Henry 

Motta porque para ese entonces él era el gerente de la constructora. Dicho 

documento fue exhibido en audiencia; se acordó un valor total de 1700 millones de 

pesos por el terreno, de los cuales se entregaron 127 millones al promitente 

vendedor. La fecha en que se suscribió el contrato de compraventa fue el 3 de 

agosto de 2012, y en octubre más o menos fue que apareció el problema con la 

Fiscalía, por un proceso de extinción de dominio.  

 

El terreno se adquirió para desarrollar el proyecto de vivienda; mientras la 

constructora pagaba las cuotas del terreno grande, los usuarios pagaban las cuotas 

de sus respectivos lotes, las cuales se estipulaban en plazos de 2 y 3 años, 

precisamente para ir sufragando el costo de los predios grandes, y también para 

adelantar los trámites de permisos y demás autorizaciones ante las autoridades del 

municipio.  

 

Cuando sucedió lo del predio de la Bendición, fue informado a los 

beneficiarios del proyecto; se hizo una reunión con la gente y se les explicó que era 

una situación completamente externa a la voluntad de la empresa; se les ofreció 

reubicarlos en otro terreno y algunos estuvieron de acuerdo, otros pidieron la 

devolución de su dinero. Se quiso comprar otro predio en ese mismo sector, pero 

por la dinámica propia del mercado, los costos de la propiedad raíz se elevaron y 

se tuvo que acudir a otro sitio más lejano. En la Guafilla hallaron un terreno que se 

ajustaba a las necesidades del proyecto, el cual era propiedad del Sr. Ulises 

 
15 Récord 2:31:20 ibidem. 
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Camacho. La testigo conoció todos los contratos y demás documentos porque era 

la auxiliar de archivo de Construfiamott.  

 

En la audiencia se exhibió el contrato de promesa de compraventa celebrado 

con el Sr. Ulises Camacho, del cual se puede extraer que: (i) fue celebrado el 25 de 

febrero de 2015. (ii) la extensión del terreno era de 4 hectáreas y media; el FMI es 

470-105240, estaba ubicado en la vereda la Guafilla de Yopal, (iii) el precio fue 

acordado en 1.125 millones de pesos, de los cuales Ulises Camacho recibió 100 

millones a la firma del contrato y 100 millones más en 4 cuotas mensuales de 25 

millones cada una. (iv) la posesión del predio se entregó el mismo 25 de febrero de 

2015; se estipuló expresamente que «el promitente comprador queda autorizado 

para que, por su cuenta y riesgo sin comprometer la responsabilidad del promitente 

vendedor, pueda desarrollar sobre el predio que se prometía vender un plan de loteo 

y anunciar y promocionar la venta de lotes que de fraccionamiento del mismo 

resulte.»   

 

Después de celebrado el negocio con el Sr. Ulises Camacho, la constructora 

ingresó al terreno para hacer adecuaciones; llevó maquinaria; los afiliados iban allá 

a mirar; pasó el tiempo hasta que «cierto día fue que se fue a ingresar y el señor 

Ulises no permitió el ingreso allá, puso un candado no volvió a dejar ingresar 

maquinaria ni nada». La constructora interpuso una querella policiva que le fue 

fallada a favor, es decir que se ordenó al Sr. Ulises reintegrar el predio a la empresa 

para que ésta prosiguiera sus trabajos.  

 

Pues bien, del recuento probatorio que acaba de hacerse, podemos concluir 

entonces que, tal y como lo alegaron los recurrentes, en este caso no se encuentran 

estructurados, o por lo menos la Fiscalía no lo demostró, todos los elementos 

esenciales del tipo penal de estafa.  

 

Específicamente, echa de menos la Sala, cuáles fueron los actos artificiosos 

o engañosos que indujeron a los compradores a entregar el dinero aprovechado por 

los procesados, como elementos que estructuran el  delito de estafa. De las pruebas 

testimoniales ya citadas, lo  que se puede extraer  es que Henry Danilo Ávila Motta 

y Nelson Alberto Figueroa Robles, promovieron un proyecto de vivienda de 

interés social que resultó ser parcialmente exitoso. Inicialmente se desarrolló el plan 
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de loteo denominado “Heliconias” o “Heliconias 1”, en un terreno de casi 6 ha16 que 

fue comprado a Jorge Prieto Riveros, negocio del cual existen los respectivos 

soportes documentales,17 y cuya veracidad y legitimidad no se cuestionan, pues en 

ese inmueble se instalaron algunas de las familias beneficiarias del programa; casi 

trecientas.   

 

No nació entonces como un proyecto fantasioso, o engañoso, ni con el ánimo 

de cautivar familias que aportaran recursos económicos para la compra de lotes de 

terreno donde construir sus viviendas, teniendo como propósito quedarse, 

apropiarse o beneficiarse de esos recursos. NO, el proyecto se inició porque se 

adquirió un lote de terreno legalmente, se obtuvieron las licencias de parte del 

municipio de Yopal, y efectivamente a muchos beneficiarios se les cumplió por lo 

menos en cuanto a la entrega del lote, ya que el subsidio de vivienda no era algo 

cuya responsabilidad recayera en los denunciados, puesto que eran los 

beneficiarios quienes tenían que postularse para lograr el subsidio y materializar su 

vivienda. Por eso Heliconias I se construyó y hoy habitan allí los beneficiarios del 

proyecto, o los terceros que posteriormente adquirieron el dominio de esos 

inmuebles. Este proyecto inició o tuvo sus orígenes aproximadamente en el año 

2008 y para ese entonces no es posible endilgar ningún vicio que redunde en el 

campo penal, siendo que la fiscalía sitúa el origen de la estafa en ese marco 

temporal según la acusación. 

 

Luego de haber llevado con éxito ese primer proyecto, los acusados quisieron 

continuar con los planes de urbanización, para lo cual adquirieron otro terreno al 

mismo Jorge Prieto Riveros, esta vez el identificado con el FMI 470-96731, aledaño 

a Heliconias I, terreno donde el municipio aprobó una ampliación de loteo o Licencia 

urbanística en la modalidad de sub-división urbana, como se aprecia en la 

resolución No. 102541195 del 12 de septiembre de 2013; allí fueron aprobados 44 

lotes. No obstante, dicho terreno tuvo que ser cedido al municipio de Yopal, 

conforme las normas del POT vigente por ese entonces, dada la construcción de la 

urbanización, que sería destinado para zonas verdes, espacios públicos y donde 

finalmente se construyó el Megacolegio de la ciudad de Yopal. De manera que 

cuando el proyecto nace, tanto de Heliconias I como de Heliconias II, no puede 

atribuírsele a los procesados ningún acto fraudulento, engañoso o mal intencionado 

 
16 5 ha + 9.533 m2, para ser más precisos.  
17 Escritura pública 1327 del 23 de junio de 2011, archivo: 086 Escritura 1327 Vendedor Jorge Eliecer Prieto 

Rivera Comparece Henry Danilo Avila Mota. 
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con los promitentes compradores que pretendían adquirir un lote de terreno donde 

construir su vivienda familiar. Además, en la segunda compra de terreno a Jorge 

Prieto en el predio 470-96731, destinado a Heliconias II surgió la cesión al municipio 

como acto obligatorio. NO puede aquí endilgarse maniobra engañosa o torticera 

hacia los beneficiarios de los lotes que se distribuirían en aquel terreno. 

 

Posterior a ello, y con la clara intención de cumplir los negocios jurídicos a 

los promitentes compradores, se iniciaron negociaciones para comprar otro terreno 

en el mismo sector donde se desarrolló “Heliconias 1”, pero por la dinámica propia 

del mercado, el valor de esas tierras aumentó y se hizo imposible adquirirlas. Por 

ello se acudió a un sector cercano a donde hoy está ubicada la ciudadela la 

Bendición, allí se negoció un terreno con los hermanos Jairo Enrique y Leonardo 

Pérez Barreto, a quienes la constructora Construfiamott giró una suma de 127 

millones de pesos como adelanto para iniciar las labores del proyecto “Heliconias 

2”, que luego pasó a llamarse “Palma Real”. Con ese terreno se presentó un 

problema legal posterior, ya que fue intervenido por la Fiscalía con ocasión de una 

medida cautelar dentro de un proceso de extinción de dominio; las obras que allí se 

pretendían adelantar fueron paralizadas; destacando que para cuando inician las 

negociaciones y se realiza la promesa de compraventa de este terreno, pagando 

parte del precio, el predio no tenía ningún tipo de afectación legal. 

 

Tampoco advierte la Sala que en dicho proceder aparezca artificio o engaño 

alguno a los promitentes compradores; por el contrario, surge claro que los 

procesados  siempre realizaron acciones positivas para salvar el proyecto prometido 

de entregar los lotes a los beneficiarios para que allí cada uno construyera su 

vivienda; los cambios y ajustes al proyecto, en cuanto a ubicación y dificultades con 

la adquisición de esos nuevos terrenos, son situaciones que siempre fueron 

informadas a los denunciantes.  Además, resáltese que todo surge por el desajuste  

de los primeros predios que hizo que no se pudieran entregar todos los lotes 

previstos. 

 

Como último recurso, los acusados intentaron ubicar otro terreno que 

cumpliera las condiciones para desarrollar el plan de loteo para vivienda; hallaron 

un lote en un sector aledaño a la Guafilla, propiedad de Ulises Camacho, con quien 

celebraron un contrato de promesa de compraventa; le dieron un adelanto de 100 

millones de pesos, y otros 100 en cuatro cuotas de 25 millones. El predio fue  

entregado por el propietario  a la inmobiliaria Construfiamott, quien alcanzó a 
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realizar algunos trabajos de adecuación, aunque luego por diferencias comerciales 

entre las partes, el propietario decidió cerrar el lugar y no permitió el ingreso del 

personal de la empresa, ni de los usuarios del proyecto.   

 

Toda esa secuencia de hechos se encuentra respaldada por las pruebas 

testimoniales ya citadas, y por las documentales que fueron debidamente 

incorporadas al dosier. Por ejemplo, está la constancia de la querella policiva 

promovida por Construfiamott en contra de Ulises Camacho;18 allí se advierte que 

el lote adquirido a esta persona tenía una extensión de 4 ha o 45.000 m2. El contrato 

de promesa de compraventa se celebró el 25 de febrero de 2015, y en esa misma 

fecha se hizo entrega del terreno a la promitente compradora; se dejó claro que el 

objetivo era desarrollar un proyecto de vivienda denominado “Palma Real” que luego 

se vino a llamar “Brisas del Palmar”. Además, en esos mismos documentos se 

observan fotos de la maquinaria de la empresa que ya se encontraba en el lugar 

haciendo labores de preparación del terreno, insumos todos que fueron tenidos en 

cuenta por la inspección de policía para ordenar el lanzamiento por ocupación de 

hecho del Sr. Ulises Camacho. Aun cuando finalmente el negocio fracasó y el 

proyecto no pudo llegar a feliz término, por dificultades a la hora de cumplir las 

obligaciones, ese fracaso comercial en manera alguna muestra una conducta 

dolosa de los acusados; el proyecto no fue creado y diseñado para timar a los 

promitentes compradores y obtener un beneficio económico; solamente sufrió 

impases que derivaron en un incumplimiento negocial. 

 

Igualmente fueron anexados al paginario sendos certificados expedidos por 

distintas entidades públicas y privadas, con los que se respalda la legalidad de las 

actuaciones desarrolladas por los aquí imputados, en el marco de la venta de lotes 

para vivienda. Entre esas documentales están:  

 

1) Certificado de existencia y representación legal de Construfiamott,19 

en donde se observa primero que fue una sociedad legalmente 

constituida, y que una de las actividades que tenía autorizada a 

desarrollar en el marco de su objeto social, es precisamente la de 

comprar y vender bienes raíces. 

 

 
18 Archivo: 083 Querella Constructora Fiamott  vs Ulises Rojas Camacho. 
19 Archive: 059CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACION LEGAL 
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2) Resolución 102.54.1195 del 12 de septiembre de 2013, por medio de 

la cual se aprobó ampliación del plan de loteo del predio identificado 

con FMI 470-96731, propiedad de Henry Danilo Ávila Motta.20  

 

3) Formatos de los contratos de promesa de compraventa suscritos entre 

los beneficiarios del proyecto de urbanización con la empresa 

Construfiamott, en donde se advierte que hubo un cambio del proyecto 

“Heliconias 1” a “Heliconias 2”.21  

 

4) Resolución 102.54.842 del 25 de agosto de 2011, por medio de la cual 

se expide licencia de urbanismo para el predio ubicado entre la calle 

64 y 65, entre carreras 4 y la vía San Rafael, área urbana del municipio 

de Yopal, propiedad de Henry Danilo Ávila Motta, FMI 470-93645, 

extensión de 5 has + 9.533,84 m2, urbanizables 46.378,69 m2, en total 

287 lotes.22 

 

5) Resolución 102.54.1329 del 15 de diciembre de 2011, por medio de la 

cual se modifica la licencia de urbanismo señalada en el numeral 

inmediatamente anterior. La justificación del reajuste fue: «toda vez 

que en la misma se presentó un error en las áreas que correspondían 

a cesión de vías, zonas verdes, y equipamiento, igualmente se 

presentó una variación en el área que corresponde a la manzana 9 y 

sus linderos».23 

 

6) Contratos de promesa de compraventa del proyecto inmobiliario 

Palma Real,24 en  donde se observa que el precio de los inmuebles 

era de 6 millones (algunos más algunos menos), pagaderos en cuotas, 

y que el lugar de ubicación del inmueble era en el km 1.5 después del 

barrio Ciudad Berlín por la vía San Rafael de Yopal, misma dirección 

en la que se ubica el proyecto anterior de “Heliconias 2”.25 

 

7) Otrosí modificatorio de los contratos de promesa de compraventa 

celebrados entre los usuarios y la inmobiliaria.26 Se especifica que hay 

 
20 Archivo: 084 Ampliacion Urbanizacion Heliconias 
21 Archivo: 085 CONTRATOS noticia Criminal -Proyecto de Vivienda Heliconias 
22 Archivo: 089 licencia de urbanismo Henry Danilo Avila Mota 
23 Archivo: 090 Modificacion de Licencia de Urbanismo Henry Danilo Avila Mota. 
24 Archivo: 092 CONTRATOS DE COMPRAVENTA 
25 Archivo: 093 CONTRATO DE COMPRAVENTA HELICONIAS ETAPA 2 
26 Archivo: 095 OTRO SI DE CONTRATO DE COMPRAVENTA  CONSTRUCTORA FIAMOTT 
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un cambio del lugar de entrega del lote prometido, que ahora se 

ubicará en un predio de la vereda la Guafilla, propiedad de Ulises 

Camacho, que fue adquirido por Construfiamott.  

 

8) Oficio de la Empresa de Acueducto, Alcantarillado y Aseo de Yopal, 

del 21 de septiembre de 2010,27 en el que certifica que el plan de 

vivienda comunitaria Las Heliconias tendrá acceso a los servicios de 

acueducto y alcantarillado sanitario. 

 

9) Certificación de la Gobernación de Casanare sobre postulantes 

inscritos para el proyecto de VIS Heliconias, de fecha 23 de diciembre 

de 2011.28 Allí se dice que 127 de los 230 postulantes al proyecto de 

vivienda de interés social Convenio Heliconias del municipio de Yopal 

… se encuentran habilitados para ser beneficiarios del subsidio de VIS 

que otorga la Gobernación de Casanare, teniendo en cuenta que 

cumplen con la documentación requerida por la Gobernación… en la 

modalidad de subsidio VNSPB (vivienda nueva en sitio propio del 

beneficiario)». 

 

En ese orden, aparece demostrado que cuando inició el proyecto, los 

acusados no tenían intención de defraudar a los adquirentes de los lotes para 

construir su vivienda de interés social; no diseñaron ningún plan artificioso o 

engañoso para lucrarse del dinero entregado por los beneficiarios de los lotes. Por 

eso se pudo ejecutar y llevar a feliz término el plan de vivienda comunitaria 

“Heliconias I”, como un proyecto legal, que fue avalado en su momento (año 2011) 

por el municipio de Yopal, que otorgó la licencia de urbanismo; que contaba 

igualmente con el aseguramiento previo de servicios sanitarios básicos como 

acueducto y alcantarillado, como bien lo certificó la empresa de Acueducto y 

Alcantarillado de Yopal en septiembre de 2010. 

 

Ahora sobre Heliconias II, tampoco se advierte que haya nacido como un 

accionar fraudulento, torticero y engañoso, puesto que surgió porque no pudo ser 

ejecutado sobre el lote de terreno de matrícula 470-96731 propiedad de Henry 

Danilo Avila, cuando la constructora debió cederlo al municipio de Yopal como 

consecuencia del cumplimiento de obligaciones derivas del plan de ordenamiento 

 
27 Archivo: 109 PRUEBA No 2. Caso HENRY AVILA MOTTA - 26-11-2020 - 2-26 p.m. 
28 Archivo: 111 PRUEBA No 4 HENRY AVILA MOTTA - 26-11-2020 - 2-30 p.m. 
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territorial de ese momento, espacio donde finalmente el municipio construyó el 

Megacolegio de Yopal.   

 

En adelante surgieron múltiples inconvenientes de carácter negocial, puesto 

que los procesados con el ánimo de cumplir los negocios prometidos para entregar 

los lotes, acudieron a negociar lotes en el sector aunque con un costo inmobiliario 

que se incrementó, logrando ubicar finalmente cerca del área de Heliconias I, los 

terrenos aledaños a loque es hoy la ciudadela la Bendición, habiendo suscrito 

promesa de compraventa con JAIRO ENRIQUE y LEONARDO PEREZ BARRETO 

el predio que para el momento en que fue negociado con la firma de la promesa, no 

tenían ningún tipo de gravamen o limitación de enajenación, como se aprecia en el 

folio de matrícula correspondiente; la limitación por la medida cautelar aparece 

mucho después, por hallarse inmerso en un proceso de extinción de dominio; este 

último aspecto por supuesto posterior e imprevisible para los procesados, que lo 

que pretendían era adquirir el terreno para realizar el plan de loteo y entregar lo 

convenido a cada beneficiario. 

 

La Sala comparte los argumentos de los apelantes, en cuanto a que lo que 

aquí se advierte es que hubo un incumplimiento contractual que afectó 

negativamente a algunos de los usuarios del proyecto de urbanización promovido 

por los acusados, pero ese conflicto debe ser resuelto ante el juez civil, en tanto la 

justicia penal está gobernada por el principio de mínima intervención o de ultima 

ratio; es decir que su activación solo es posible ante conductas que vulneren de 

forma grave los derechos más importantes de las personas, cuando los otros 

recursos legales dispuestos por el ordenamiento jurídico han sido insuficientes para 

solucionar el conflicto.  

 

Al respecto, la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de 

Justicia ha dicho lo siguiente:  

 

«En otras palabras, [la estafa] tiene como eje fundamental la realización de actos 

positivos por parte de quienes constituyen los extremos de la conducta típica. Es así 

como, cuando se trata de negocios jurídicos, la actuación del sujeto pasivo consiste 

en intervenir en el acuerdo de voluntades, en suscribir luego el respectivo contrato 

y, finalmente, en desprenderse de su patrimonio económico, producto de la 

inducción en error de que es objeto en virtud de las maniobras engañosas del 

agente. De tal suerte que constituye un equívoco introducir al tipo penal de 

estafa acciones indiligentes o negligentes, que no son propias de su 

naturaleza descriptiva. 
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Ahora bien, es cierto que, como se señaló en la sentencia del 10 de junio de 2008 

[Rad. 28693] citada en precedencia, actualmente nuestro país, a diferencia de lo 

que ocurría en pasadas épocas, tiene un mayor nivel educación, situación que ha 

hecho que el Estado deje atrás de manera gradual aquellos períodos de acentuado 

proteccionismo para pasar a fases donde se ofrece una mayor libertad de 

interacción de las personas. 

 

Sin embargo, esa libertad privada no puede extenderse hasta el punto de permitir el 

engaño y el fraude en las relaciones contractuales. Si una de las partes acude a 

ese tipo de maniobras y con ello afecta el patrimonio económico de otro, 

comportamientos de esa naturaleza trascienden el ámbito meramente 

particular y en tal evento el Estado está obligado a sancionarlos penalmente. 

 

Así, por lo demás, lo impone el sentido, alcance y contenido de la buena fe. 

Conforme lo ha señalado la Corte Constitucional, al pasar de ser un principio general 

de derecho para transformarse hoy en día en un postulado constitucional (art. 83), 

su aplicación y proyección ha adquirido nuevas implicaciones, en cuanto a su 

función integradora del ordenamiento y reguladora de las relaciones entre los 

particulares y entre éstos y el Estado. 

 

De acuerdo con el comentado principio, los particulares están obligados a sujetarse 

a mandatos de honestidad, lealtad y sinceridad en sus diversas relaciones, es decir, 

no sólo en aquellas que sostenga con las autoridades públicas sino en las 

suscitadas entre ellos mismos. 

 

El postulado de la buena fe, por tanto, exige a las partes actuar de manera recta y 

transparente durante la celebración de un negocio jurídico, de tal manera que si una 

de ellas le suministra a la otra información contraria a la realidad que la determina a 

realizar la transacción o le oculta maliciosamente datos que de haberlos conocido 

se habría abstenido de llevarla a cabo, incurrirá en el delito de estafa, pues de esa 

forma habrá acudido a medios eficaces para inducir o mantener en error a la víctima 

y así obtener provecho patrimonial ilícito con perjuicio ajeno.»29 (Se resalta) 

 

En este caso, como se dijo, existen elementos de juicio que llevan al 

convencimiento de este juez colegiado, que los negocios adelantados por los 

señores Ávila Motta y Figueroa Robles, no estuvieron direccionados por un claro 

e incuestionable interés de afectar los derechos de las personas interesadas en sus 

planes de venta de lotes, específicamente a obtener un beneficio económico por el 

pago de unos terrenos que no entregarían. Al contrario, aparecen elementos de 

prueba que acreditan que pese a los múltiples contratiempos en la ejecución del 

plan Heliconias II, que luego tuvo dos denominaciones distintas (Palma Real y Brisas del 

Palmar), la intención siempre fue solucionar los inconvenientes surgidos y cumplir las 

promesas pactadas. Están los contratos, los permisos de entidades públicas y los 

testimonios, que demuestran que los proyectos de urbanización tenían un sustento 

 
29 SP3494-2018, Rad. 50557, M.P. Eyder Patiño Cabrera. 
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medianamente serio, y que los procesados adelantaron distintas actuaciones para 

buscar una solución a los inconvenientes que surgieron en el transcurso de la 

negociación, y aunque pudiera considerarse desde una visión ex post, que actuaron 

de forma imprudente o irresponsable al adquirir los nuevos terrenos en los que 

pretendían continuar el proyecto, ello no puede ser el baremo de calificación para 

determinar si cometieron o no la conducta punible de que trata el art. 246 del 

Estatuto Sustantivo Penal. 

 

La norma es clara en indicar que el delito de estafa se configura cuando se 

obtiene un provecho ilícito en perjuicio ajeno, induciendo o manteniendo en error a 

otra persona por medio de artificios o engaños. Es decir que la ilicitud de ese 

beneficio económico deviene precisamente por el hecho de estar precedido de 

acciones histriónicas e incuestionablemente dirigidas a obtener un provecho ilícito 

de la víctima, a quien se le hizo creer en una realidad ficticia, que a su vez determinó 

la erogación patrimonial hecha por ella en favor del victimario.  

 

En este caso no aparece claro cuáles fueron los actos engañosos 

desplegados por los acusados, pues aunque la Fiscalía y el juez de primera 

instancia hayan considerado que el hecho de haber abierto una oficina de la 

constructora en la casa de familia de uno de los acusados, o el haber celebrado 

algunas reuniones con los postulantes del proyecto, constituían ese ardid o embuste 

propio del delito de estafa, para la Sala esas acciones, por el contrario, son muestra 

o seña de la legalidad del negocio adelantado, pues es lo que comúnmente se 

realiza en el marco de estos proyectos de inversión, máxime que como se dijo, 

existe una cantidad considerable de pruebas documentales y testimoniales que 

respaldan la veracidad y licitud del proyecto inmobiliario inicial.  

 

Es que no puede sostenerse que por haber actuado de forma arriesgada o 

irresponsable, así como lo señaló el juez a quo, los procesados actualizaron el 

elemento volitivo de la conducta punible enrostrada en la modalidad de dolo 

eventual. Se insiste, el tipo penal exige que se hayan desplegado actos engañosos 

inequívocamente dirigidos a defraudar al sujeto pasivo del delito, y esos actos 

requieren necesariamente que se demuestre esa  intención de engañar, de generar 

una percepción errada de la realidad en la contraparte para poder obtener el 

beneficio económico. No se pueden sustentar en la imprudencia o el descuido del 

sujeto activo del delito, porque es que este tipo penal no contempla una modalidad 
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culposa. No se puede engañar y obtener un provecho ilícito sin querer hacerlo, o 

por un actuar negligente o imprudente por parte del agente comisor.  

 

De otra parte, debe tenerse en cuenta que los inconvenientes que fueron 

apareciendo durante el transcurso de la negociación, fueron informados a los 

usuarios o aspirantes del proyecto, con quienes según se dijo, se celebraron varias 

reuniones para informales de los acontecimientos y ofrecerles alternativa de 

reubicación; a algunos de los que no estuvieron de acuerdo, se les devolvió el 

dinero. Así lo señaló la testigo Ana Milena Pérez Cruz y también el investigador de 

la Fiscalía Gabriel Flores, quien de hecho indicó que los aspirantes del proyecto de 

vivienda eran cerca de 900, de los cuales algunos recibieron sus lotes, otros 

recibieron casas construidas, a otros se les devolvió el dinero y otros fueron 

reubicados, siendo alrededor de 300 personas las que no recibieron nada.  

 

Estos elementos muestran que no existía un comportamiento generalizado y 

con ánimo defraudatorio por parte de los acusados, pues del total de inscritos al 

programa de loteo, solo una parte fue la que resultó afectada, sin dejar de lado que 

el último predio donde se pretendían reubicar a todos los usuarios de la urbanización 

(el del Sr. Ulises Camacho), tenía la extensión suficiente para albergar a esas 

personas, según consta en los documentos incorporados al expediente.30  

 

Tampoco puede decirse que por el hecho de seguir recibiendo las cuotas por 

parte de los aspirantes, o que el haber ofrecido predios que aún no eran de su 

propiedad, automáticamente los hace autores de la conducta punible enrostrada. 

Debe recordarse que inicialmente el proyecto estuvo plenamente avalado por las 

autoridades de planeación municipal, y luego por exigencias de esa misma 

naturaleza, los procesados debieron entregar el predio  470-96731 como áreas de 

cesión al municipio; momento donde tuvieron que acudir a la adquisición de otro 

terreno, y en ese trámite surge no solamente un tema de orden financiero por la 

revalorización de las tierras en el sector, sino que el predio finalmente prometido en 

compraventa resultó estar afectado por una medida cautelar posterior, que hizo que 

nuevamente en aras de salvar el proyecto y poderle cumplir a los promitentes 

compradores, emprendieran las gestiones para adquirir en nuevo lote, esta vez en 

la Guafilla, el que finalmente no pudo ser materializado, con el consiguiente 

 
30 El terreno era de 4 ha o 45.000 m2, luego entonces, como los lotes ofrecidos eran de 90 m2, quiere decir que 

en ese lugar se podían ubicar alrededor de 400 a 500 lotes, considerando los espacios destinados a zonas verdes 

y vías públicas. (archivo: 083 Querella Constructora Fiamott  vs Ulises Rojas Camacho.) 
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incumplimiento a las víctimas;  pero este aspecto  junto a los perjuicios derivados 

de ese incumplimiento, son el tema central de un litigio de orden civil.  

 

Para efectos de la responsabilidad penal, quedó probado que los acusados 

siempre encaminaron esfuerzos para adquirir lotes de terreno donde materializar 

los proyectos de loteo prometidos, puesto que celebraron actos jurídicos e incluso 

pagaron parte del precio de las compraventas prometidas;  en cuanto a las licencias 

y demás permisos que no habían tramitado antes de continuar recibiendo los 

aportes, dicha situación le fue informada a los promitentes compradores, incluso de 

forma escrita en los “otrosíes” modificatorios de los contratos originales de promesa 

de compraventa, por lo que no puede considerarse que fueron engañados o 

embaucados por esa situación. No existe entonces el engaño o fraude atribuido a 

la conducta de los procesados. 

 

Es cierto que los denunciantes vieron afectado su patrimonio, porque se 

desprendieron de unas sumas de dinero para adquirir  un lote de terreno donde  

construir su vivienda; sin embargo, tal aspecto es el que precisamente puede ser 

reparado a través de acciones propias del derecho civil, derivados del 

incumplimiento negocial. 

   

Reitera la colegiatura la falta de demostración del engaño o las maniobras 

fraudulentas, porque  el proyecto de vivienda ofrecido por los acusados empezó o 

nació a la vida jurídica de forma lícita; se tenía la propiedad del terreno donde se 

realizó la primera etapa de la urbanización Heliconias; se tramitaron y obtuvieron 

los permisos ante la alcaldía municipal de Yopal, se consultó con la empresa de 

acueducto y alcantarillado sobre la viabilidad de acceder a esos servicios públicos 

en la zona, obteniéndose respuesta positiva,31 se tuvo incluso certificación por parte 

de la Gobernación de Casanare sobre la viabilidad de conceder subsidios de 

vivienda para algunos de los usuarios del proyecto.32  

 

Entonces, no se evidencia la intención o el  ánimo de causar daño  patrimonial 

a los inversores, porque está probado que sus planes de urbanización tenían un 

respaldo serio, lo que demuestra que ellos sí tenían la voluntad de cumplirle a la 

gente; conclusión que además se apoya con los testimonios de los beneficiarios de 

 
31 Oficio del 21 de septiembre de 2010, expedido por la EAAAY. Archivo: 111 PRUEBA No 4 HENRY AVILA 

MOTTA - 26-11-2020 - 2-30 p.m. 
32 Archivo: 111 PRUEBA No 4 HENRY AVILA MOTTA - 26-11-2020 - 2-30 p.m. 
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ese plan de vivienda, quienes coincidieron en reconocer que habían recibido sus 

lotes con las escrituras respectivas, en esa primera etapa. A pesar de que algunos 

alegaron que dicho trámite tardó más de lo deseado, o que conocen de otras 

personas que no obtuvieron su terreno. 

 

La testigo Zuly Preciado alegó que los procesados cometieron un abuso al 

vender hasta la manzana n.° 9 cuando solo tenían autorizadas 8 en el proyecto 

“Heliconias 1”, sin embargo, al consultar las pruebas documentales se advierte que 

dicho plan de urbanización sí tenía autorizadas hasta 9 manzanas, aunque ésta 

última al parecer no había sido debidamente loteada para los terrenos de 90 m2 

prometidos a los usuarios. Luego aparece un acto administrativo (Resolución n.° 

102.54.1329 del 15 dic. 2011) que redujo el área neta urbanizable autorizada 

inicialmente por el municipio, y posteriormente el Sr. Ávila Motta adelantó el trámite 

de ampliación ante la alcaldía, con base en un nuevo terreno adquirido al mismo 

Jorge Prieto Riveros. 

 

En la Resolución que autorizó esa ampliación y subdivisión de la manzana 

n.° 9 (102.54.1195 del 12 sep. 2013), se dice que el nuevo terreno se identifica con 

el FMI 470-96731, contenido en la escritura pública n.° 3195 del 9 de diciembre de 

2011, datos distintos a los del inmueble que fue utilizado para el proyecto original, 

por lo que se entiende que es un terreno nuevo adquirido con posterioridad. Allí se 

desarrolló el proyecto de ampliación, y se dice que fue comprado al mismo Jorge 

Prieto Riveros, porque la cédula catastral del predio de mayor extensión del cual se 

desagrega esa parcela de tierra, es idéntica a la del terreno del cual se adquirió ese 

primer lote de casi 6 hectáreas donde se inició la urbanización “Heliconias 1”. 

 

Por otra parte,  se advierte que los acusados, para continuar con sus planes 

de loteo a los usuarios que habían firmado las promesas de compraventa, intentaron 

adquirir otro predio, esta vez a los hermanos Jairo Enrique y Leonardo Pérez 

Barreto, ubicado en un sector aledaño a la que ahora se conoce como ciudadela La 

Bendición -que para ese entonces aún no existía-. La  señora Ana Milena Pérez dio 

fe de esa negociación, y se exhibió  el documento contentivo del contrato donde se 

advierte que  Henry Ávila, en representación de la sociedad Construfiamott, celebró 

el 3 de agosto de 2012 con Jairo Enrique Pérez Barreto, contrato de promesa de 

compraventa de un predio de 10 hectáreas, identificado con el FMI 470-15433, que 

se desprende de un terreno de mayor extensión conocido como “Finca 

Manantiales”, ubicada en la vereda “Paraje San Rafael” de Yopal. El certificado de 
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libertad y tradición de ese fundo aparece como anexo al contrato de promesa de 

compraventa, al igual que aparece adjunto un cheque de fecha 3 de agosto de 2012 

-que también fue exhibido a la audiencia-, por valor de $127.500.000 COP, girados 

por Construfiamott a favor del promitente vendedor como cuota inicial del predio 

objeto del negocio.  

 

En el susodicho contrato también se observa una cláusula en la que se dice 

que «el promitente vendedor garantiza que es propietario y posee el inmueble total 

y exclusivamente desde hace más de un año y medio, que actualmente le pertenece 

y lo adquirió en división material o liquidación de comunidad hecha con Néstor 

Leonardo Pérez Barreto según escritura pública 2682 del 27/10/2011.» Asimismo, 

se advierte que el precio del terreno y su pago a cuotas, recibiendo el promitente 

vendedor un pago antelado de precio por valor de $ 127.500.000 COP a la firma del 

contrato, -que corresponde al cheque relacionado anteriormente-.  Se  estipuló 

igualmente, que desde esa misma fecha la constructora podía disponer del bien, 

para «desarrollar un loteo y anunciar y promocionar la venta de lotes que del 

fraccionamiento del mismo resulte». 

 

Finalmente, se exhibió el certificado de libertad y tradición del bien, expedido 

el 3 de diciembre de 2012 (fecha posterior a la firma del contrato), en el que se 

observa una anotación n.° 15 del 10 de octubre de 2012, en la que se registró un 

«embargo por proceso en la Fiscalía General de la Nación».  

 

Con esto, se refuerza aún más la conclusión de que los promotores del 

proyecto de urbanización sí tenían la intención de cumplir con la entrega de los lotes 

prometidos a los beneficiarios, porque adelantaron los trámites para comprar unos 

terrenos en ese sector contiguo a lo que hoy es  la ciudadela La Bendición, y si bien 

allí no se pudo materializar el proyecto, ello obedeció a una situación externa, 

imprevisible y no imputable a los acusados, como que el inmueble adquirido fue 

afectado con una medida cautelar en un proceso penal de extinción de dominio, la 

cual se registró con posterioridad a la fecha en que se celebró el negocio y se pagó 

la cuota inicial del precio convenido. No existe prueba documental o testimonial que 

contradiga esa situación, por lo que atendiendo el principio constitucional de buena 

fe, la Sala ha de tener por cierto que así fue que ocurrieron los hechos.  

 

Además, resáltese que  de acuerdo con la testigo Ana Milena Pérez, a los 

usuarios se les  informaba todo lo relativo a los  inconvenientes que se tuvieron con 
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la adquisición de ese terreno; se les ofreció alternativa de reubicación; algunos 

estuvieron de acuerdo y otros no, pero a estos se les devolvió su plata; ya luego se 

encontró el lote del Sr. Ulises Camacho, ubicado en la Guafilla, que también se 

intentó comprar pero que después, por diferencias comerciales entre las partes -

algunos de los testigos señalaron que por incumplimiento en los pagos por parte de 

la constructora-, no se pudo continuar con el proyecto en ese lugar, no obstante que 

ya se habían iniciado labores de adecuación de tierra; se llevó maquinaria, se 

alinderaron los lotes, se dice incluso que se construyó un puente, entre otras cosas; 

finalmente  hubo incumplimiento de las promesas de compraventa de los lotes a los 

beneficiarios del plan de loteo, porque la adquisición del predio de reubicación del 

originario tuvo graves inconvenientes de orden financiero, pero tal situación no cae 

directamente en el campo penal. 

 

Con este contexto, para la Sala no se encuentran demostrados los elementos 

constitutivos del tipo penal enrostrado, particularmente y como se dijo, el elemento 

volitivo de la conducta punible. No se observa de forma clara y contundente la 

intención por parte de los acusados, de  engañar a los compradores y hacerles creer 

en un proyecto que no fuera cierto, con el propósito exclusivo de causarles un 

perjuicio patrimonial y engrosar simplemente sus arcas. Según se advierte de las 

pruebas, al principio con más claridad, y luego durante su desarrollo, el plan de 

urbanización promovido por Henry Danilo Ávila y Nelson Alberto Figueroa, 

estuvo soportado en distintos documentos, entre contratos y promesas de 

compraventa celebrados con los propietarios de los grandes terrenos donde se 

adelantarían los proyectos; las autorizaciones y licencias expedidas por el 

municipio; los cheques pagados en favor de algunos de los promitentes vendedores 

de los grandes fundos; la constancia de la querella policiva promovida en contra del 

Sr. Ulises Camacho, y dentro de ella las fotos que dan cuenta del trabajo de 

adecuación de terrenos que se alcanzó a realizar en ese lote de la Guafilla.  

  

Es por ello que este juez colegiado no encuentra acreditadas las maniobras 

engañosas ni los artificios para inducir o mantener en error a las víctimas, y obtener 

el provecho económico, que es de donde se derivaría el dolo constitutivo del tipo 

penal de estafa; los usuarios del proyecto de vivienda no fueron engañados, o por 

lo menos eso no se demostró. Existió un incumplimiento en la entrega de los 

terrenos prometidos a algunas personas, pero ese no fue el común denominador en 

el programa de loteo para vivienda. Lo sucedido parece obedecer más bien a unos 

factores ajenos a la voluntad de los promotores, e incluso a una indebida planeación 
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y ejecución de esta clase de proyectos, pero no aparece clara la intención  

fraudulenta, engañosa o torticera para asegurar un beneficio económico en perjuicio 

de los derechos de los postulantes del programa.    

 

Incluso en las promesas de compraventa se hablaba de bienes futuros y de 

que la constructora se comprometía a adelantar los trámites respectivos «para 

obtener las licencias requeridas para el urbanismo del predio», sin que se haya 

afirmado que tales diligencias ya estaban finiquitadas para el momento en que se 

firmaron las respectivas promesas; por lo que se puede concluir que los 

beneficiarios de los lotes estaban enterados de las condiciones en las que se estaba 

adelantando el proyecto de loteo; además, que los inconvenientes y modificaciones 

siempre fueron informados.  

 

En conclusión, la Sala revocará la sentencia condenatoria de primera 

instancia, porque no se encuentran demostrados los elementos que estructuran  la 

conducta típica enrostrada. Si bien existió un incumplimiento por parte de los 

acusados en cuanto a la entrega de los terrenos prometidos en venta, esa situación 

ha de ser estudiada y juzgada por un juez civil, en el marco de un proceso de 

controversias contractuales y de responsabilidad por daños, en donde podrá 

ordenarse la reparación de todos los perjuicios -patrimoniales y extrapatrimoniales- 

que se hayan podido causar con ocasión del incumplimiento del negocio celebrado.  

 

Se ordenará la libertad inmediata de los procesados, puesto que en el caso 

de  NELSON ALBERTO FIGUEROA ROBLES fue capturado estando en curso esta 

apelación, captura legalizada en providencia del 15 de enero de 2025 por el juez de 

primera instancia. En tanto que al procesado HENRY DANILO ÁVILA MOTTA 

cumple prisión domiciliaria, por razones de salud.  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Única de Decisión del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Yopal, administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: REVOCAR la sentencia del 15 de agosto de 2024, proferida por 

el Juzgado 3° Penal del Circuito de Yopal, salvo el numeral primero, que absolvió a 

la coprocesada Irma Yadira Pérez Cruz de los cargos imputados. 
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SEGUNDO: ABSOLVER a los procesados NELSON ALBERTO FIGUEROA 

ROBLES y HENRY DANILO ÁVILA MOTTA del delito de estafa agravada en 

modalidad masa, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.   

 

TERCERO: ORDENAR LA LIBERTAD INMEDIATA de los procesados 

NELSON ALBERTO FIGUEROA ROBLES y HENRY DANILO ÁVILA MOTTA, 

siempre y cuando no sean requeridos por otra causa judicial. Líbrese la boleta 

correspondiente. 

 

CUARTO: ORDENAR al juzgado de primera instancia que realice todas las 

anotaciones, devoluciones, cancelaciones y medidas a que haya lugar, como 

consecuencia de la sentencia absolutoria emitida en esta instancia. 

 

QUINTO: Contra esta decisión procede el recurso extraordinario de casación, 

en los términos del artículo 181 y 183 del Código de Procedimiento Penal. 

 

SEXTO: Devolver oportunamente el expediente al juzgado de origen.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ÁLVARO VINCOS URUEÑA 

Magistrado (en uso de permiso) 


